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Señores

CAJA DE RETIRO DE LAS FUERZAS MILITARES (CREMIL), AGENCIA NACIONAL PARA LA DEFENSA JURIDICA DEL ESTADO Y PROCURADORA 68 DELEGADA PARA ASUNTOS ADMINISTRATIVOS 

REF: NOTIFICACIÓN PERSONAL AUTO ADMISORIO DE LA DEMANDA  PROCESO 150013333014-2014-00145 (Art. 199 CPACA.)

De forma atenta y para dar cumplimiento a lo dispuesto en el  Art. 199 del C.P.A.C.A; modificado por el Art. 612 del C.G.P.;  A TRAVÉS DEL PRESENTE CORREO ELECTRÓNICO LE NOTIFICO PERSONALMENTE; el auto admisorio de fecha cinco (05) de Febrero de dos mil quince (2015), dictado dentro del MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  radicado bajo el No 150013333014-2014-00145-00, donde es demandante  ISIDRO GUALDRON CORZO, y demandado la CAJA DE RETIRO DE LAS FUERZAS MILITARES (CREMIL). 
 En consecuencia, le remito: copia del auto admisorio, de la demanda y del escrito de subsanación; los que podrán ser visualizados, haciendo doble clik en cada uno de los iconos que aparecen en la parte superior.    

Además, le informo que para efectos de la recepción del mensaje de datos, el despacho  dará aplicación a lo señalado en el Artículo 14 Literal C del                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                            Acuerdo del Consejo Superior de la Judicatura No PSAA06-3334 del 2 de marzo de 2006,  que señala:  “Articulo  Décimo Cuarto-Recepción de los mensajes de datos. Los mensajes de datos se entienden recibidos de la siguiente manera: (…) c) cuando los actos de comunicación procesal emanados de la autoridad judicial, no han sido devueltos al sistema de información de la autoridad judicial, dentro de los tres (03) días calendario siguientes a su remisión”.
Cordialmente, 

MARY LUZ BOHORQUEZ IBAÑEZ 

SECRETARIA
ADVERTENCIA:  Este mensaje es  sólo de envío.  Cualquier comunicación o petición se tendrá por no recibida.  Si tiene inquituedes favor dirigirse personalmente al Despacho Judicial.
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JUEZ CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO DE TUNJA-
BOYACÁ (REPARTO) 
E.             S.             D. 
 
 
 
FERNANDO RODRIGUEZ CASAS, mayor de edad, vecino de esta ciudad, identificado  
con la C. C. No.  19.246.481 expedida en Bogotá, abogado en ejercicio  e inscrito con la 
Tarjeta Profesional No. 99952 otorgada por el Consejo Superior de la Judicatura, en 
ejercicio de la ACCIÓN DE  NULIDAD y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO, formulo 
la siguiente demanda: 
 


I – LAS PARTES Y SU REPRESENTANTE LEGAL 


 
1.1. Demandante: SV ® ISIDRO GUALDRON CORZO   C. C. No. 14.245.215 expedida en 
Santa Melgar (Tolima) 
 


1.2. Demandada: CAJA DE RETIRO DE LAS FUERZAS MILITARES (CREMIL), 
establecimiento público de orden nacional, creado por la ley 75 de 1925, siendo 


representante legal el Señor EDGAR CEBALLOS MENDOZA, o quien haga sus veces. 
 


II -  DECLARACIONES Y CONDENAS  
 
PRIMERA: Que se declare la NULIDAD del acto Administrativo contenido en el OFICIO 
consecutivo No.2014-0044825  del 03 de julio de 2014, proferido por Subdirector de 
Prestaciones Sociales de la Caja de de Retiro de las Fuerzas Militares mediante el cual se 
negó al actor el  incremento de la Asignación de Retiro,  en los términos, formas y 
cuantías  determinadas  en el parágrafo 4º  del Artículo 279, en concordancia con el 
articulo 14 de la Ley 100 de 1993. 
 
SEGUNDA: Que como consecuencia de la anterior declaración y sin renunciar al 


Régimen  Especial de la Fuerza Publica, La CAJA DE RETIRO  DE LAS FUERZAS 


MILITARES, RECONOZCA, REAJUSTE Y PAGUE la asignación de retiro del actor, 


adicionándole los porcentajes  correspondientes  a la diferencia  existente entre el 
aumento  efectuado  por el Gobierno Nacional y la variación  porcentual  del (I.P.C.) en los 


años 1999 el 1,79%,   en 2001 el 0,75%,  en el  2002 el 1,65%,  2003 el 0,58% y  
2004 el 1,04, conforme a las variaciones del INDICE DE PRECIOS AL 
CONCUMIDOR  - IPC a partir del mes de enero 1999 año por año,  incrementando 
la Asignación hasta  incluir en nómina el 5.81%, con los nuevos  valores tomándose 


como referencia  la diferencia indicada en el  siguiente demostrativo. 
 
AÑO-    S-BASICO –PORCENTAJE FALTANTE                                              
1999 = $550.476 + 1.79% 
2000 = $601.285 + 1.79%  
2001 = $649.387 + 2.54% (1.79%+0.75%) 
2002 = $688.351 + 4.19% (1.79% +0.75%+1.65%) 
2003 = $732.475 + 4.77% (1.79%+0.75%+1.65%+0.58%) 
2004 = $772.395 + 5.81% (1.79%+0.75%+1.65%+0.58%+1.04%) 
2005 = $814.877 + 5.81% 
2006 = $855.621 + 5.81% 
2007 = $894.124 + 5.81% 
2008 = $945.000 + 5.81% 
2009 = $1.017.481 +5.81% 
2010 = $1.037.831 + 5.81%  
2011 = $1.070.730 + 5.81% 
2012 =    $1.124.266,oo + 5.821% 
2013 =  $1.162.942,oo + 5.81% 
2014 =  $1.197.132,oo + 5.81% 


 


TERCERA: Que se de cumplimiento al Art. 4º Constitucional aplicando la 
excepción de inconstitucionalidad del Art. 174 del Decreto 1211/90 por existir 
controversia entre el mencionado Artículo y los art. 2º y 48 de la Constitución y en 
consecuencia no declarar prescripción de las mesadas dejadas de cancelar por 
concepto del IPC (Art. 148 Ley 1437/11) 
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CUARTA: Que se pague en forma actualizada (indexación) las sumas adeudadas, de 
acuerdo a la variación  del Índice de Precios  al Consumidor certificados por el (DANE), 


con fundamento en el Artículo 187 y siguientes del C. P A. C. A y desde el momento en 


que el derecho se hizo exigible hasta que se haga efectivo su pago y quede incluido en 
nómina. 
 
QUINTA: ORDENAR a la demandada dar cumplimiento a la sentencia con arreglo a los 


artículos 187,188, 189,192, 195 del C. P. A C. A desde que el derecho se hizo exigible 


hasta que se haga efectivo su pago. 
 
SEXTA: Se condene en costas y agencias en derecho a la demandada 


 
 


III. HECHOS 
 


1º Al actor se le reconoció Asignación de retiro a partir del 1º de enero de 1972. 


 
2. Los decretos que reconocieron salarios básicos para la Fuerza Pública para los años 1999, 
2001, 2002, 2003, 2004 y siguientes fueron reajustados por debajo del IPC. 
 
3º. El Demandante peticionó a la demandada para que le reajustara la Asignación de retiro de 
acuerdo al I P C a partir del 31 de diciembre de 1998 y siguientes. 
 
4º.  La entidad negando lo solicitado a través del silencio Administrativo negativo fenómeno que se 
dio al no dar respuesta a lo peticionado, donde presuntamente le niega el derecho, sin embargo 
pretende una conciliación, no existiendo ánimo conciliatorio, por conocimiento de la propuesta del 
Comité de conciliación, consistente en el 100% del capital, 75% de indexación, no pagan interés, 
etc.. 


 
IV – NORMAS VIOLADAS 


 
Dcto 1211/90, 169 Dcto. Ley 797/03, 923/04 y sus decretos reglamentarios 2070/03 y 4433/04 
Art.42 y 45  Código Contencioso Administrativo: Artículos 103, 104, 154, 155, 156, 161, 164, 167, 


187 Y 195 y ss , Ley 100 de 1993, Arts. 14 y 279  Parágrafo 4º, Ley 238 de 1995, Constitución 


Nacional: Artículos. 1, 6, 13, 25, 48, 53, 58, 90, 229 inciso 2 Art. 346  demás disposiciones que las 
complementan, adicionan y regulan el Régimen Prestacional para la Fuerza Pública, normas de 
alcance nacional, por lo que debe tenerse en cuenta lo dispuesto en el Art. 167 del  C. C. A.  
Sentencia del 17 de mayo de 2007 proferida por el Honorable Consejo de Estado Expediente  No. 
8464 -05;  Sentencia C – 461 DE 1995  proferida por la Corte Constitucional;  ;  Sentencia 
25000232500020070014101 (1479-09). ACTOR.JAVIER MEDINA BAENA. (Consejo de Estado).   
 


V. CONCEPTOS DE LA VIOLACIÓN 
 
PRIMER CARGO  
 


1.1. Violación de la Ley: 100/93 Art. 14 (Régimen General de Pensiones). Con el 


objeto  de que las pensiones  de vejez y jubilación, de invalidez y sustitución o 
sobrevivientes, en cualquiera de los dos regimenes del sistema general de 
pensiones, mantengan su poder adquisitivo constante, se reajustarán anualmente de 


oficio, el primero de Enero de cada año, según la  variación  porcentual  del índice de 
precios al consumidor, certificado por el DANE para el año inmediatamente anterior. No 
obstante, las pensiones cuyo monto mensual  sea  igual  al salario  mínimo legal  mensual  
vigente  serán ajustadas de oficio  cada vez y con el mismo porcentaje  en que se 
incremente  dicho salario por el gobierno  


 
El artículo 279 de la Ley  100 de 1993, mediante la Ley 238 de 1995 fue adicionado; Así: 
ARTICULO 1º. Adicionase al articulo 279 de la ley 100 de 1993 con el siguiente :  
“Parágrafo 4: las excepciones  consagradas en el presente articulo  no implica 
negación  de los beneficios  y derechos determinados  en los artículos 14 y 142 de 
esta ley  para los pensionados  de los sectores aquí contemplados” 


 
La Corte Constitucional  en sentencia  C- 432 del 6 de Mayo 2004, reiteró  la 
jurisprudencia  sobre la naturaleza jurídica de la asignación de retiro “ es una 
modalidad de prestación  social  que se asimila a la pensión de vejez   y que goza de un 
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cierto grado de especialidad (en requisitos) atendiendo la naturaleza especial  del 
servicio y las funciones  que cumplen los servidores públicos  a quienes se les 
reconoce. Se trata como bien lo afirman los intervinientes, de establecer con la 
denominación  de “Asignación de retiro” una pensión de vejez o de jubilación para los 
miembros  de la fuerza pública, en la medida  que el resto del ordenamiento  especial de 
dichos  servidores públicos, se limita a regular  las pensiones de invalidez y 
sobrevivientes (el subrayado  es nuestro). Así se da por entendido la violación de la ley 
al no reajustar los salarios básicos al I. P. C para los años 1999,2001, 2002,2003, 2004 
y siguientes en los porcentajes indicados. 


 


1.2. Falsa Motivación: La demandada incurre en esta causal de nulidad del acto 


administrativo al no existir correspondencia entre la decisión adoptada y los motivos de  
hecho y de derecho que se argumenta para negar a mi poderdante la petición solicitada lo 
que es motivo de nulidad  (Artículos 138 C. P.A. C. A.);  además quebrantó las 
disposiciones de jerarquía superior normativa. 
 
La entidad demanda niega el derecho con los argumentos de pretender conciliación, no 
existiendo ánimo conciliatorio en consideración a los parámetros planteados ya 
conocidos, es decir reconocen el capital, 75% de indexación y no pagan intereses 
moratorios además impositiva unilateral, cuando las conciliaciones por su naturaleza son 
bilaterales. 
 
Con ponencia del Honorable Magistrado HERNANDO HERRERA VERGARA, en la 
sentencia C-182 en cuanto al tema que nos ocupa,  
(…) 
“Ha señalado esta corporación en relación con el establecimiento regímenes 
excepcionales,” que ellos se ajustan al ordenamiento constitucional, en cuanto 
suponen la existencia de unas condiciones prestacionales más favorables para los 
trabajadores a quienes comprende y cuya finalidad es la preservación de los 
derechos adquiridos.  Pero, cuando consagren para sus destinatarios un tratamiento in 
equitativo frente al que se otorga a la generalidad de los trabajadores cobijados por el 
régimen previsto en la Ley 100 de 1993, estas regulaciones deberán ser descalificadas en 
cuanto quebrantan el principio constitucional de la igualdad.”  ( negrilla es nuestro) 


 
También la Caja de Retiro de las Fuerzas Militares fundamenta su negativa, en el principio 
de oscilación establecido en el Artículo 169 del Decreto 1211/90, que establece que las 
asignaciones de retiro y las pensiones se liquidarán tomando en cuenta las variaciones 
que en todo tiempo se introduzcan en las asignaciones de actividad,  pues el  principio de 
oscilación es aplicado a las pensiones en la medida que no quebrante la norma superior, 
del mantenimiento del poder adquisitivo de las pensiones, es decir, que el porcentaje a 
incrementar anualmente, sea igual o superior a  la variación  del I .P. C. del año anterior. 


 
El Articulo 169 del Decreto 1211/90 en concordancia con el acápite segundo del Artículo 
42 del Decreto 4433/04  permiten que normas de carácter general puedan ser aplicadas a 
los miembros de la Fuerza Publica. Cuando establece “los oficiales y suboficiales o sus 
beneficiarios no podrán acogerse a normas que regulen ajustes prestacionales en otros 
sectores de la administración pública  a menos que así lo disponga expresamente la ley.”    
(Lo subrayado es nuestro). 


 
La Ley 100 de 1993 en su Artículo 279, y  el Artículo 1º de la Ley 238/95, extiende los  
“derechos y beneficios”  establecidos en el Artículo 14 y 142 para los que tienen 
Asignación de Retiro  de la Fuerzas Militares y la Policía Nacional, indicando en forma 
expresa  que el contenido de los Artículos 14 y 142 son aplicables a los miembros   de la 
Fuerza Pública, con Asignación de Retiro, por tal razón se reconoció, la mesada 14 
ordenada por la Ley 100/93 sin que esto constituya una violación  al régimen especial al 
que aduce  la demanda. 
 
La Demandada,  en su negativa  afirma que el “Gobierno Nacional, mediante decreto 
ejecutivo, reajusta las Pensiones”, afirmación que no se ajusta a la realidad; el Gobierno 
anualmente expide los decretos de aumento de las asignaciones básicas del personal en 
servicio activo, sin que  se haga referencia a las pensiones a cargo de la Policía Nacional, 
de esta manera existiendo Ausencia de la norma  porque  en dichos  decretos no se  
contempla incremento para estas prestaciones, esto hace que exista nulidad del acto 
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demandado por falsa motivación por mutación de la verdad e incorrecta interpretación 
normativa. 


 
Así mismo la demandada acude a la falsa motivación para negar los derechos a mi 
poderdante, establecidos y tutelados por la Constitución (Artículos 13, 46, 48, y 53), Ley 
(100/93, 238/95 y 923/04), Art. 13 Ley 4ª./92 Ley 797/03 y 923/04 Art. 2. Numeral 2.1 la 
jurisprudencia (Sentencia C-432.05.04, 252.03.04, 461/95, 182/97, 941/03 y 188/99) ha 
previsto la naturaleza jurídica y el mantenimiento del poder adquisitivo de las pensiones y 
Asignaciones de Retiro de la Fuerza Pública. Mandatos superiores  que la  Caja no ha 
dado estricto cumplimiento a esta obligación, en  contradicción con la Constitución de 
1991, desconociendo el Estado Social de Derecho pilar de la actual normatividad.   
 
SEGUNDO CARGO 
 


2.1. Es violatoria al Art. 2º C.N. “Fines esenciales del Estado y misión de 
las autoridades: (…..) garantizar la efectividad de los principios, 
derechos y deberes consagrados en la constitución; (…)”. 


  
a)  La demandada   no garantizó los derechos y el deber de reconocer y pagar 


el IPC al demandante como primera obligada a cumplir la constitución y la 
ley. 
 


b) El IPC nació con la ley 238/95 para ser ejecutada por la demandada y sin 
embargo llevamos 15 años y a sabiendas que sobre el tema se ha 
reconocido por sentencia judicial en más de TREINTA MIL fallos y sin 
embargo niega el derecho. 
 


c) Como se puede ver en forma clara, la demandada incumplió la norma 
constitucional y la ley al negar el derecho y como consecuencia no puede 
alegar su propia culpa y los juzgados Administrativos tolerando dicha 
conducta que es contraria a la normatividad indicada, declarando la 
prescripción de las mesadas.  


 


2.2. Violación de la Constitución: Art. 13:  “Todas las personas nacen libres e iguales 


ante la ley, recibirán la misma protección y trato de las autoridades y gozarán de los 
mismos derechos, libertades y oportunidades sin ninguna discriminación, por razones de 
sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica.  El 
Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y adoptará 
medidas a favor de grupos discriminados o marginados. 
 
La jurisprudencia que sobre este tema ha producido la Honorable Corte Constitucional,   
al referirse al Régimen Especial de pensiones de la Fuerza Pública, es la sentencia C-432 
del 6 de mayo de 2004, MP Dr. Rodrigo Escobar Gil, la que fija los parámetros de 
aplicación:  (…)  “como lo ha sostenido esta Corporación, dicho tratamiento diferencial 
debe estar encaminado a mejorar las condiciones económicas del grupo humano al cual 
se aplica,  por lo que resultan contrarios al principio de igualdad,  “los regímenes 
especiales de seguridad social que introducen desmejoras o tratamientos de inferior 
categoría a los concedidos por el régimen general”  (subrayado es nuestro) 


 
Cuando a  mi poderdante se le ha realizado  aumentos anuales de la Asignación de 
Retiro,  por debajo de la variación del I. P. C, se les esta dando un tratamiento 
discriminatorio,  contrariando el Artículo 13 de la Carta Política, toda vez que en este 
sistema, no existe prestación adicional alguna que compense al pensionado la pérdida del 
poder adquisitivo, al recibir incrementos anuales por debajo del IPC,  (subrayado es 
nuestro) 


 
La Honorable Corte Constitucional Sentencia C-461/95, en demanda de los trabajadores 
de ECOPETROL, quienes al igual que los del MAGISTERIO y FUERZA PUBLICA, son 


regímenes exceptuados de la aplicación del sistema general de seguridad social  (Ley 
100/93, Artículo 279), despachó favorablemente las pretensiones de la demanda, 
otorgando los derechos contemplados en el Artículo 142 ibídem  (mesada 14)  
extendiendo este derecho para todos los pensionados y la aplicación del Artículo 14 
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ibídem  (incremento anual observando el IPC),  con el sabio y preciso argumento que la  
“Carta Política no hace diferencia alguna dentro del universo de los pensionados.” 
(subrayado es nuestro) 


 
Así como lo afirma la Honorable Corte Constitucional,  de no existir diferencia entre el 
universo de los pensionados, el proceder de la Demandada, al  darle a los retirados a su 
cargo, un tratamiento desigual al que se le da a los demás pensionados, en los reajustes 
anuales, constituye la clara violación al derecho a la igualdad establecido en el Artículo 13 
de l a Constitución Política. 
 


2.3.  Violación de la Constitución: Art. 48 La Asignación de Retiro (modalidad de 


Pensión) de mi poderdante en los años 1999, 2000,2001, 2002,2003, 2004 y siguientes. 
fue reajustada  en un porcentaje  inferior  al índice de precios al consumidor (I.P.C) del 
año inmediatamente anterior, violando el principio fundamental  del mantenimiento del 
poder  adquisitivo de las pensiones  y en el estudio comparativo  entre los incrementos  
realizados a las mesadas de los pensionados de los demás sectores  y el realizado a la 


mesada del actor, arroja una diferencia  en su contra  de  (5,81%)  puntos porcentuales    


 
De acuerdo con la postura de la Corte Constitucional, para mi patrocinado, es producente 
dar aplicación al articulo 14 de la Ley 100 de 1993, ya que si bien es cierto al personal de 
la Fuerza Pública es regido por una normatividad  de carácter especial, también lo es que 
dicho régimen  no lo puede colocar en una situación  in equitativa desfavorable, 
vulnerando  de esta manera el  principio de igualdad,  consagrado en la norma superior, 
debiendo reajustársele la Asignación de Retiro, en los años en que el aumento decretado 
por el Gobierno estuvo por debajo de la variación porcentual del I.P.C. 


 


2.4. Violación de la Constitución: Art.  48 (…) la ley definirá los medios para que los 


recursos destinados a que pensiones mantengan su poder adquisitivo constante”  
(subrayado es nuestro) 


 
La reiterada jurisprudencia de la Honorable Corte Constitucional, Sentencia C-251.03.04  
relacionado con la naturaleza jurídica de las asignaciones de retiro,  determinando que  es 
una es una pensión de vejez que en el régimen especial de la fuerza pública se 
denomina asignación de retiro….. Sentencia C-432 de 2004: “Es una modalidad de 


prestación social que se asimila a la pensión de vejez y que goza de un cierto grado de 
especialidad  (en requisitos),  atendiendo la naturaleza especial del servicio y las 
funciones que cumplen los servidores públicos a quienes se les reconoce por lo tanto  
goza y debe darse el mismo trato que la Constitución Política contempla para las demás  
pensiones, como es el mantenimiento del poder adquisitivo, el reajuste periódico y el pago 
oportuno,  (Artículo 48 y 53 C.P.) 
 
Sentencia C-409 del 16 de septiembre de 1994, MP: Dr. HERNANDO HERRERA V.  


“Considera la Corte que la desvalorización constante y progresiva de la moneda, que 
conlleva la pérdida del poder adquisitivo del salario, originado en el fenómeno 
inflacionario, es predicable para los efectos de decretar los reajustes anuales a todas las 
pensiones de jubilación sin distinción alguna.”  (subrayado es nuestro) Como bien lo 
afirma la Corte,  el mantenimiento del poder adquisitivo de las pensiones es para todas, 
sin distinción alguna, y esto incluye a las de la Fuerza Pública. 
 
Los anteriores mandatos superiores; consignados en la Carta Magna, desarrollados  en la 
Ley 100 de 1993, Artículo 14, extendidos por el legislador a los pensionados de la Fuerza 
Pública, mediante Ley 238 de 1995, igualmente consignados en la Ley 923 del 30 de 
diciembre de 2004. Constituye para las cajas pagadoras de  Asignaciones de Retiro de la 
Fuerza Publica, la obligación de  oficio,  reajustarlas anualmente en los porcentajes 
mínimos que aquí se reclaman  (IPC 
 
2.5. Improcedencia de toda prescripción Art. 48 C. N. “ (…) sin perjuicio de los 
descuentos, deducciones y embargos a pensiones ordenados de acuerdo con la 


ley, por ningún motivo podrá dejarse de pagar, congelarse o reducirse el valor 


de la mesada de las pensiones reconocidas conforme a derecho (…)”  (el subrayado 


es mío). 
 


a- La Asignación de Retiro es una modalidad de pensión 
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b- Los descuentos, deducciones y embargos, conocidos son: 


 
- 1% Para la Caja de Retiro de las Fuerzas Militares (Demandada) 
- 4% Para Sanidad Militar 


  
c- La Asignación de Retiro fue reconocida mediante resolución No. 00060 del 04 de 


febrero  de 1972 y con efectos fiscales para la demandada a partir del 1º de enero  
de 1972. 
 


d- El IPC (índice de precios al consumidor) son valores que sumados los años 1999, 
2001, 2002, 2003, 2004 y siguientes, hacen parte de la Asignación de Retiro ya 
reconocida, según lo indicado en el numeral anterior. 
  


e- El motivo de la acción de nulidad y restablecimiento consiste en que para los años 
demandados la Asignación de Retiro, sus incrementos anuales estuvo por debajo 
del IPC con una diferencia del 5.81%.  
 


f- El motivo para decretar prescripción de las mesadas es el establecido en el 
Decreto 1211/90, pero atendiendo la norma constitucional trascrita, determina que 
por ningún motivo podrá deducirse valor alguno, es decir como el IPC hace parte 
de la Asignación de Retiro, no procede descuento alguno.   
 


g- Como esta probado, el motivo es el indicado anteriormente y  en cumplimiento a 
nuestra norma constitucional, “(..) por ningún motivo podrá (…)” el motivo  del 
mencionado decreto no es aplicación al caso en demanda.  
 


h- Se debe declarar la excepción de inconstitucionalidad del Art. 174 del 
Decreto 1211/90 en concordancia con el Art. 4º constitucional por ser 
contrario al Art. 2º y 48 Constitucional, indicado que el derecho a las 
mesadas es imprescriptible o en su efecto la prescripción comienza con la 
providencia de primera o segunda instancia que reconozca el derecho y esta 
como es obvio se produce con el fallo judicial producto de la presente 


demanda. Sobre la prescripción, así se pronunció el Honorable Consejo de 
Estado: 


 
i- R- 2002 -044-CONSEJERO PONENTE: GUSTAVO EDUARDO GÓMEZ 


RANGUREN. De acuerdo a la Jurisprudencia emitido por 
el Honorable Consejo de Estado, siendo Ponente el 
Dr. GUSTAVO EDUARDO GÓMEZ ARANGUREN, en 
primer lugar el derecho es imprescriptible y en 
segundo Lugar para darse la prescripción de las 
mesadas, esta se contará una vez el Juez de primera 
o segunda instancia profiere el correspondiente fallo 
y éste quedare en firme, de ahí en adelante comienza 
el fenómeno de la prescripción por cuanto con la 
decisión judicial el derecho se hace exigible.  
 


2.4: Violación de la Constitución: Art.  53 (…)  El Estado garantizará el derecho al 


pago oportuno y el reajuste periódico de las pensiones legales.” Y  establece principios 
mínimos fundamentales aplicables a los trabajadores, y ordena tener en cuenta  “… la 
IRRENUNCIABILIDAD A LOS BENEFICIOS MINIMOS ESTABLECIDOS EN LAS 
NORMAS LABORALES(Art. 14 de la LEY  100/93) ; SITUACION MAS FAVORABLE EL 
TRABAJADOR EN CASO DE DUDA EN LA APLICACIÓN E INTERPRETACION DE 
LAS FUENTES FORMALES DEL DERECHO..”La administración debió aplicar este 


principio; el Art. 10º del C.C; el Art. 3º de la Ley 153 de 1887; la Ley 2ª de 1945. 
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El Artículo 53 de la Constitución Política, indica cuál norma debe aplicar la CAJA DE 
RETIRO DE LAS FUERZAS MILITARES  para realizar el incremento anual de las 
Asignaciones, cuando alguna de las disposiciones  es menos favorable. 


 
a) Aplicando el principio de oscilación establecido en el Artículo 169 del Decreto 


1211/90 que consiste, reajustar las Asignaciones de Retiro, con base en el 
incremento de las asignaciones básicas, que el Gobierno Nacional por Decreto  fija 
anualmente para el personal en servicio activo, o 


 
b) Realizar los incrementos de conformidad con lo dispuesto en el Artículo 14 de la 


Ley 100/93 aplicando la variación del I. P. C del año  inmediatamente anterior. 
 
La Honorable  Corte Constitucional máxima corporación de salva guarda  de los derechos 
fundamentales, en sentencia C-168 del 20 de Abril de 1995, con ponencia del doctor 
CARLOS GAVIRIA DÌAZ interpretando el Artículo 53 de nuestra Constitución sentó la 
siguiente jurisprudencia: 
 
“e.  La condición más beneficiosa 


 
“….De otra parte, considera la Corte que la  “la condición más beneficiosa” para el 
trabajador, se encuentra plenamente garantizada mediante la aplicación del principio de 
favorabilidad que se consagra en materia laboral, no sólo a nivel constitucional sino 
también legal y a quien corresponde determinar en cada caso concreto cuál norma es 
más ventajosa o benéfica para el trabajador, es a quien ha de aplicarla o interpretarla.  En 
nuestro ordenamiento superior el principio de favorabilidad se halla regulado en los 
siguientes términos:  “Situación favorable al trabajador en caso de duda en la aplicación e 
interpretación de las fuentes formales de derecho”,  precepto que debe incluirse en el 
estatuto del trabajo que expida el Congreso.” 
 
“De conformidad con este mandato, cuando una misma situación jurídica se halla 
regulada en distintas fuentes formales del derecho (ley, costumbre, convención colectiva, 
etc.) o en una misma, es deber de quien ha de aplicar o interpretar las normas, escoger 
aquella que resulte más beneficiosa o favorezca al trabajador.”  (subrayado es nuestro) 
  
El Honorable Tribunal Contencioso Administrativo de Cundinamarca, SECCION 
SEGUNDA SUBSECCION C. Exp. No. 01-05-19, demandante; José Gustavo Rojas, 
demandada Nación-Ministerio de Defensa Nacional-Comando Armada Nacional.  
Magistrado Ponente: Dr. ILVAR NELSO J. AREVALO PERICO, en situación similar  
sentenció: “(…)  de conformidad con el Artículo 53 del C. P. de 1991, en caso de duda en 
la interpretación y aplicación de las fuentes formales del derecho debe aplicarse la 
situación más favorable para el trabajador o servidor público.”  (subrayado es nuestro) 
 
En este orden de ideas, consideramos que el Director de la Caja demandada, al realizar 
aumentos anuales de la asignación de retiro, en porcentajes inferiores a la variación del I. 
P. C, actuó en abierta contradicción con el Artículo 53 de la Constitución que contempla 
en materia laboral el principio de favorabilidad  que le asiste a mi poderdante de acuerdo 
a los planteamientos expuestos donde la Constitución y Ley lo disponen con carácter de 
obligatoriedad. 


 
La Caja de retiro de las Fuerzas Militares, desde el año de 1998 viene desmejorando la 
capacidad adquisitiva de la Asignación de mi poderdante, al realizarle reajustes anuales 
por debajo de la variación del  I. P. C. De esta manera vulnerándoles el derecho a 
mantener el poder adquisitivo de sus mesadas.  La Demandada,  viola este derecho 
constitucional consagrado en su  Artículo 48 y la Ley 4ª de 1992. 


 
VI- PRUEBAS 


 
Todas las pruebas de la presente demanda son documentales y se encuentran aportadas 
con éste libelo en más del 95%, circunstancia que solicito TENER EN CUENTA PARA 


TASAR LOS GASTOS ordinarios del proceso de que trata el Art. Art. 211, 212, 213  del 
C. P. A. C. A.  Así mismo, solicito se decreten, practiquen y tengan como tales los 


documentos que acompaño a la demanda relacionados en el Capítulo de Anexos, y las 
solicitadas que legalmente se alleguen al proceso 
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VII - COMPETENCIA 
 


Ese Despacho es competente para conocer en primera instancia de esta demanda en 
razón del asunto, la cuantía y el factor territorial, teniendo en cuenta para ello que el 
demandante su último lugar de servicio fue en TUNJA (Batallón-Bolivar) 


 
VIII - OPORTUNIDAD DE LA ACCIÓN 


 
Teniendo en cuenta el Art. 164 C. C. A. en cualquier tiempo cuando:   c) Se dirija contra 
actos que reconozcan o nieguen total o parcialmente prestaciones periódicas (….) 


 
IX – ESTIMACIÒN RAZONADA DE LA CUANTIA: 


 


AÑO     ASIGNACIÓN        IPC MENSUAL -5.81% -POR 14 MESADAS   TOTAL 
2011      $2.178.980,163          $126.598,7474            “        06  $0.759.592,4844 
2012      $2.287.930,188          $132.920,7439            “        14  $1.861.002,414 
2013      $2.366,635,4254        $137.501,5181            “        14  $1.925.021,253 
2014      $2.436.264,612          $141.546,9739            “        08  $1.132.375,791                
TOTAL……………………………………………                            $5.677.991,942 
Cuantía:$ 5.677.991,942  sin indexación; cuantía que resulta de la operación matemática 


de lo recibido y lo adeudado al demandante  como suboficial con grado de Sargento 
Viceprimero, en los tres últimos años. 


 
 


 X - ANEXOS 


 
a) Poder 
b) Demanda 
c) Acto demandado 
d) Petición a la entidad demandada 
e) Resolución de Asignación   
f) Hoja de Servicio 
g) Copias de la demanda, con sus respectivos anexos para el  traslado a la demandada,  


Ministerio Público  y Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado. 
 


XI- LEY 1437/11 
 
Para efectos de Admisión y trámite de la demanda, me permito manifestar que de acuerdo 
a distintos pronunciamientos, no se requiere como requisito de procedibilidad  la 
Conciliación ante la Procuraduría (Art. 6 y 8). 


 
XII- NOTIFICACIONES 


 
Para efectos del Art. 127 del C. C. A. 
Demandada: Edificio Bachué Cra. 10ª  No. 27-27  Bogotá- notificacionesjudiciales@cremil.gov.co 


Ministerio Público: procesosjudiciales@procuraduria.gov.co  
Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado: procesos@defensajuridica.gov.co 


Demandante: Cra. 4ª No. 7-35 Tipacoque (Boyacá)  
Apoderado: Cra. 7ª No. 12 B 52 Oficina 809 Bogotá- abg.fernandorodriguez@gmail.com   
 
 


 
Del Señor Juez, atentamente, 
 
 
 
 
 
 
FERNANDO RODRIGUEZ CASAS    
C. C. No. 19.246.481 expedida en Bogotá   
T. P. No. 99952 C S de la J. 
 
 



mailto:notificacionesjudiciales@cremil.gov.co
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Señor  
JUEZ 14 CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD DEL CIRCUITO DE TUNJA  
E.         S.         D. 
 
 
 
 
PROCESO:             20014-00145 
DEMANDANTE:       ISIDRO GUALDRON CORZO          
DEMANDADA:         CAJA DE RETIRO DE LAS FUERZAS MILITARES  


                  
 
 
 
 
En mi calidad de apoderado del actor, me permito subsanar la demanda, en 
cumplimiento al auto mediante el cual se inadmite en los siguientes términos: 
 


III- HECHOS 
 
1º. Al demandante se le reconoció Asignación de Retiro a partir del 1º de enero de 
1972. 
 
2º. Los decretos que reconocieron los salarios básicos para la Fuerza Pública en el 
grado de Sargento Viceprimero para los años  1999, 2001, 2002, 2003, 2004 y 
siguientes, los incrementos anuales fueron concedidos por debajo del IPC  
 
3º. El Demandante peticionó a la demandada para que le reajustara la Asignación 


de retiro de acuerdo al I P C para los  años 1999, 2000, 2001, 2002, 2003, 2004 y 


siguientes, la entidad negando en vía gubernativa lo pedido, sin embargo la 
entidad sugiere que el litigio se lleve a conciliación ante la Procuraduría, no 
existiendo ánimo conciliatorio por conocimiento de las propuestas unilaterales 
impositivas , donde el comité de conciliación que reconoce el 100% del capital, 
75% de indexación y no paga intereses en caso de mora en el pago.   
 
En lo referente a la cuantía, no se encuentra error, si tenemos en cuenta la 
liquidación para los tres últimos años que indica la norma. 
 
ANEXOS 
 
Copia para el archivo del juzgado, Demandada, Ministerio Público y Agencia 
Nacional  de Defensa Jurídica del Estado. 
 
 


Cordialmente,  


 


 
 


 


 


 


FERNANDO  RODRIGUEZ CASAS 


C. C. No. 19.246.481  expedida en Bogotá  


T. P. No. 99.952 C S de la J. 
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